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LAS ENCUESTAS Y LA CORRUPCIÓN

SIN LICENCIA

LA COLUMNA DEL DIRECTOR

La batalla de Año Nuevo

Meter la mano

¿Giro a la 
izquierda?

E l presidente Vizcarra 
ha presentado al Con-
greso un proyecto de 
ley inadmisible. Su 
objeto es “suspender 

el ejercicio de las funciones del fi scal 
de la Nación, de los fi scales supremos 
titulares actuales y conformar una 
Junta Transitoria de Fiscales Supre-
mos…” (art. 1).

El presidente tiene derecho a la ini-
ciativa para formar leyes. Sus proyec-
tos de ley, sin embargo, no pueden 
vulnerar el orden constitucional.

El proyecto de ley, que el propio 
presidente Vizcarra llevó al Congreso, 
saca del ejercicio funcional al fi scal de la Nación 
y a todos los fi scales supremos.

La Constitución no dice que el presidente sa-
ca al fi scal de la Nación. Dice, más bien, que el 
Ministerio Público es autónomo (art. 158). El 
presidente Vizcarra nos dice: Yo mando a sacar 
al fi scal de la Nación y a los fi scales  supremos.

Formalmente, el jefe del Estado pasa esta 
tarea al Congreso. La mayoría en el Congreso 
está desprestigiada y arrinconada políticamen-
te por el Ejecutivo. Con la opinión pública de 
su lado, Vizcarra puede presionar al Congreso 
para que aprueben su proyecto.

Si el Congreso aprueba, nada cambia. Más 
allá de la formalidad, el contenido queda claro: 
el Ejecutivo saca, contra la Constitución, a todos 
los fi scales supremos.

El presidente Vizcarra quiere hacer un símil 
con lo que pasó con el Consejo Nacional de la 
Magistratura. En ese caso pasó por encima del 

L a gran ganadora de las eleccio-
nes presidenciales del 2016 fue, 
qué duda cabe, la derecha: no so-
lo obtuvo las dos candidaturas 
más representativas en la primera 

vuelta (lo cual, en principio, aseguraba un con-
tingente legislativo capaz de realizar reformas 
cruciales), sino que además las elecciones sir-
vieron en gran medida como un balotaje sobre 
el modelo de desarrollo. Las candidaturas de 
la izquierda (Santos, Arana y Mendoza, entre 
otras), proponían cambiar la Constitución (en 
verdad, el capítulo económico de la misma). 

Pasados dos años y poco de dicha ventana de 
oportunidad, hoy no quedan sino escombros de 
aquella victoria. La parte política no solo está ma-
niatada, sino diezmada: sus principales líderes 
políticos arrinconados bajo alguna nomencla-
tura penal (desde el impedimento de salida del 
país hasta la prisión preventiva), sus bancadas 
desprestigiadas y dedicadas a la protección de 
sus líderes o miembros, sus operadores políticos 
y mediáticos disminuidos y desorientados, y así. 

Nada de esto implica, por cierto, que en la 
vereda del frente las cosas anden mejor: desde 
Humala hasta Santos, pasando por Mendoza, 
Villarán y muchos otros conspicuos líderes de 
la izquierda local, o pasan por trances similares 
o han caído en el saco de la reprobación ciuda-
dana. No fue la izquierda, sin embargo, quien 
ganó el espacio político en el 2016, y no fueron 
ellos, por ende, los llamados a realizar los cam-
bios que la ciudadanía esperaba. 

¿Y qué esperaba esta? En simple, un giro en 
el manejo de la economía (luego del frenazo 
nacionalista) y mayor transparencia de los ac-
tos (asqueados por las evidentes corruptelas). 
Ni uno ni otro. Y no nos referimos solo al Ejecu-
tivo; si revisamos la agenda programática des-
plegada por las bancadas a la derecha, pues el 

chasco es mayúsculo: 
restricciones a las li-
bertades de todo tipo, 
populismo desboca-
do, vocación inaca-
bable por perforar la 
caja fi scal, turbiedad 
en los actos, compa-
drazgos sin vergüen-
za, y un larguísimo 

etcétera. Todo lo contrario a lo que pudo –y de-
bió– primar en el quinquenio: cuentas claras so-
bre los contubernios en los gobiernos pasados, 
así como la iniciativa reformista tantas veces 
postergada, dirigida a corregir nuestras taras 
institucionales y de productividad. 

¿Quién tuvo la mayor responsabilidad en el 
desastre? Pues, la verdad, no importa mucho a 
estas alturas. La pregunta es quién llegará me-
jor posicionado a las justas del 2021, si la dere-
cha, el centro o la izquierda. 

Si de algo sirven la experiencia y la historia 
sobre el tema, la teoría de los péndulos funciona 
por algo (los electores suelen oscilar entre la iz-
quierda y la derecha conforme se desilusionan 
de los gobiernos salientes). Luego están las ‘ca-
ras’ que representan a los distintos sectores (co-
mo ya sabemos, el cerebro político es más emo-
cional que racional); si a la izquierda las ‘caras’ 
están cuestionadas, no existen ‘caras’ viables a 
la derecha, y sobran en el centro populista. 

Está también, por supuesto, la narrativa co-
lectiva, donde, si bien la izquierda ha sido gol-
peada, lo ha sido en menor medida que la dere-
cha. Y si a todo ello le sumamos datos concretos 
sobre preferencias ideológicas (Test de Nolan, 
producido por Datum los últimos cinco años), 
pues la imagen es más nítida: si de probabilida-
des se trata, no debería llamar la atención un 
giro a la izquierda en las próximas elecciones, 
lo que nos sitúa desde el centro populista hasta 
la izquierda radical. 

E l Año Nuevo 2019 que-
dará en la memoria 
colectiva de muchos 
peruanos como una 
fecha clave en la lucha 

contra la corrupción.  Al conocerse 
la noche del 31 que el fi scal de la Na-
ción, Pedro Chávarry, había remo-
vido a los fi scales Rafael Vela y José 
Domingo Pérez del Caso Lava Jato, 
miles de peruanos salieron a las ca-
lles a protestar por la decisión y mu-
chos más expresaron su rechazo en 
las redes sociales. Dos días después, 
Chávarry retrocedió y los repuso en 
sus cargos.

Esa noche tuve una experiencia personal, 
que es un buen refl ejo de lo que se vivió en esas 
horas. Publiqué un tuit que decía “No nos con-
fundamos. Esto no es 50/50. Es 90/10. No es 
un tema del pasado. Se juega el futuro. 90% es-
tamos indignados. Vizcarra y Salaverry tienen 
que actuar. La corrupción no puede quedar im-
pune”. Inusitadamente, el tuit recibió en pocas 
horas casi 5 mil “me gusta” y más de 100 mil 
impresiones. 

Debo reconocer, sin embargo, que mi tuit 
tuvo también varios cuestionamientos. El más 
importante de los cuales era de dónde sacaba 
yo esas cifras. ¿Es que acaso había hecho una 
encuesta la noche de Año Nuevo? Naturalmen-
te, no. El sustento de esa aseveración está en 
las múltiples encuestas de El Comercio-Ipsos 
efectuadas a lo largo del 2018. Veamos por qué 
es razonable hablar de una opinión pública di-
vidida 90/10. 

En primer lugar, porque la corrupción es 
ahora el problema que más preocupa a los pe-
ruanos. Nunca había sido así, ni siquiera en el 
2000. No es así tampoco en otros países. El Perú 
ocupa el primer lugar en América Latina (estu-
dio LAPOP) y el primer lugar en el mundo (es-
tudio Ipsos Global Advisor) como el país donde 
sus ciudadanos mencionan a la corrupción co-
mo el principal problema nacional. A diferencia 
de otras épocas donde muchos aceptaban el cri-
terio “roba, pero hace obra”, ahora la gran ma-
yoría es consciente de que la corrupción afecta 
directamente su bienestar.

En segundo lugar, porque entre 88% y 96% 
cree que Odebrecht dio dinero a las campañas 
políticas de Alejandro Toledo, Alan García, 
Ollanta Humala, Keiko Fujimori, Susana Villa-
rán y Pedro Pablo Kuczynski. Independiente-
mente de que diversos juristas sostengan que 
haber recibido dinero de una empresa para una 
campaña electoral no confi gura lavado de acti-
vos, la gran mayoría de la población considera 
que sí se incurrió en corrupción.

En tercer lugar, porque entre 90% y 95% cree 
que Odebrecht pagó coimas en los gobiernos de 
Toledo, García y Humala. A diferencia del caso 

Congreso y planteó la reforma cons-
titucional.

Sobre el CNM se conocieron gra-
baciones que indicaban claramente 
la comisión de ilícitos. Hubo interro-
gatorios, procesos y se abrió investi-
gación.

En el caso del Ministerio Público 
el fi scal de la Nación no ratifi có a los 
fiscales Vela y Pérez. Esta decisión 
del titular del MP motivó al Ejecutivo 
a presentar esta iniciativa de liqui-
dación de la autonomía del MP y de 
retiro de las funciones de todos los 
fi scales supremos.

Pedro Gonzalo Chávarry no es idó-
neo para la función que cumple. Debe renunciar 
o debe sacarlo el Congreso. La Constitución no 
contempla otro camino para la destitución.

La no ratifi cación de los fi scales de Lava Jato 
revela ineptitud, falta de criterio e incapacidad. 
No revela, sin embargo, hasta el momento al 
menos, ilegalidad, ni menos, delito.

La motivación del proyecto de Vizcarra se-
ñala que “recientes sucesos han revelado la 
existencia de una presunta red de corrupción 
al interior del Ministerio Público”. Remite al 
Informe 01-15-2018-MP-FN, del 15 de agos-
to del 2018.

Una teoría de acusación de una carpeta fi s-
cal, ¿es sufi ciente para intervenir el Ministerio 
Público y arrasar con la Junta de Fiscales? 

Si la motivación es el informe de agosto del 
2018, ¿por qué recién va el presidente al Con-
greso a dejar su proyecto intervencionista?

Si quiere liderar la lucha contra la corrup-

anterior, haber recibido un sobor-
no es un delito indiscutible y, por lo 
tanto, hay una enorme expectativa 
por saber quiénes recibieron esas 
coimas y quiénes fueron los bene-
fi ciarios últimos de esa corrupción. 

En cuarto lugar, porque la des-
confi anza hacia Chávarry es gene-
ralizada. En agosto, luego de la di-
fusión del audio que registraba sus 
conversaciones con el juez César 
Hinostroza, el 94% de los informa-
dos de dichos diálogos considera-
ba que Chávarry debía renunciar. 

Por último, para los que no 
creen las encuestas, el resultado 

del referéndum no pudo ser más contunden-
te. Las propuestas de Vizcarra obtuvieron en 
promedio 87% de los votos válidos y solo 13% 
votó en el sentido opuesto. Y la gran mayoría no 
votó evaluando a cabalidad cada pregunta sino 
como respaldo al presidente en su oferta de re-
formar el sistema judicial y político.

Como en el caso de los audios del CNM, esta 
vez Vizcarra también reaccionó con una pro-
puesta audaz: un proyecto de ley para declarar 
en emergencia el Ministerio Público. Nueva-
mente, algunos analistas lo han criticado por 
tener actitudes populistas y usar la corrupción 
como un arma para debilitar a sus adversarios. 
Los más ácidos han sugerido que se está com-
portando como Fujimori en 1992, cuando in-
tervino manu militari el Poder Judicial. Pero 
lo cierto es que presentar un proyecto de ley al 
Congreso es precisamente lo que le toca hacer 

“La corrupción es ahora el 
problema que más preocupa 
a los peruanos. Nunca había 

sido así, ni siquiera en el 
2000”.

“Si bien la 
izquierda ha 

sido golpeada, 
lo ha sido en 

menor medida 
que la derecha”.

En primer lugar, porque la corrupción es 
ahora el problema que más preocupa a los pe-
ruanos. Nunca había sido así, ni siquiera en el 
2000. No es así tampoco en otros países. El Perú 
ocupa el primer lugar en América Latina (estu-
dio LAPOP) y el primer lugar en el mundo (es-
tudio Ipsos Global Advisor) como el país donde 
sus ciudadanos mencionan a la corrupción co-
mo el principal problema nacional. A diferencia 
de otras épocas donde muchos aceptaban el cri-
terio “roba, pero hace obra”, ahora la gran ma-
yoría es consciente de que la corrupción afecta 

En segundo lugar, porque entre 88% y 96% 
cree que Odebrecht dio dinero a las campañas 
políticas de Alejandro Toledo, Alan García, 
Ollanta Humala, Keiko Fujimori, Susana Villa-
rán y Pedro Pablo Kuczynski. Independiente-
mente de que diversos juristas sostengan que 
haber recibido dinero de una empresa para una 
campaña electoral no confi gura lavado de acti-
vos, la gran mayoría de la población considera 

En tercer lugar, porque entre 90% y 95% cree 
que Odebrecht pagó coimas en los gobiernos de 
Toledo, García y Humala. A diferencia del caso ILUSTRACIÓN: GIOVANNI TAZZA

ción, Vizcarra tendría que usar su posición 
para exigir al Congreso acusación constitu-
cional contra los tres fi scales aludidos en el 
informe fi scal.

Más aún, debió hacerlo en agosto. Si en-
tonces no sentía la misma inspiración anti-
corrupción, está a tiempo para actuar ahora. 

No es difícil que, junto con la opinión pú-
blica, exija ahora al Congreso proceder a la 
acusación constitucional, siguiendo el ca-
mino constitucional.

¿Qué facultad constitucional tiene el Po-
der Ejecutivo de hacer nombrar una Junta 
Transitoria de Fiscales Supremos? Ni siquie-
ra el Congreso tiene esa facultad. 

En el caso de que el presidente Vizcarra 
lograra imponer una barbaridad de este 
tipo, ¿qué pasaría con la administración de 
la justicia?

“Ninguna persona puede ser desviada de 
la jurisdicción predeterminada por la ley, ni 
sometida a procedimiento distinto de los 
previamente establecidos, ni juzgada por 
órganos jurisdiccionales de excepción ni 
por comisiones especiales creadas al efecto, 
cualquiera sea su denominación” (Const., 
art. 139, 3).

¿Qué pasaría con los procesos conduci-
dos por una Junta Transitoria de Fiscales Su-
premos y un fi scal de la Nación transitorio? 
¿Acaso no serían impugnables?

El Ejecutivo no puede meter la mano 
donde no debe. El proyecto de ley es in-
admisible. Debe retirarlo y pedir lo que 
puede y debe pedir: la acusación consti-
tucional.

Director General: 
FRANCISCO MIRÓ QUESADA CANTUARIAS

Director Periodístico:  
JUAN JOSÉ GARRIDO KOECHLIN

Directores fundadores: 
Manuel Amunátegui  [1839-1875] y Alejandro Villota [1839-1861]  

Directores: 
Luis Carranza [1875-1898] 

José Antonio Miró Quesada [1875-1905]  
Antonio Miró Quesada de la Guerra [1905-1935]  
Aurelio Miró Quesada de la Guerra [1935-1950]  

Luis Miró Quesada de la Guerra [1935-1974]  
Óscar Miró Quesada de la Guerra [1980-1981]  

Aurelio Miró Quesada Sosa [1980-1998]  
Alejandro Miró Quesada Garland [1980-2011]   

Alejandro Miró Quesada Cisneros [1999-2008] 
Francisco Miró Quesada Rada [2008-2013] 

Fritz Du Bois Freund [2013-2014]
Fernando Berckemeyer  Olaechea [2014-2018]

Analista político*

ALFREDO

Torres

Periodista

FEDERICO

Salazar

Director periodístico 
de El Comercio

JUAN JOSÉ 

Garrido 
Koechlin

al presidente en el marco de la Constitución. 
Y si el proyecto es inapropiado, correspon-
de al Congreso encontrar una mejor alter-
nativa.

En realidad, lo que está haciendo Vizca-
rra es encauzar el hartazgo de la ciudadanía 
frente a la corrupción de sus autoridades. 
La ciudadanía exige que se identifi que y se 
sancione a quienes incurrieron en actos de 
corrupción en las altas esferas del poder 
y el convenio con Odebrecht es la puerta 
para averiguar lo que ocurrió los últimos 
15 años. 

Sin duda gobernar no es solo actuar con 
indignación frente a la corrupción. Pero si 
Vizcarra no reaccionase con energía frente 
a las maniobras de los corruptos por frustrar 
las investigaciones en su contra, la ciuda-
danía se sentiría traicionada. Indignación 
ante la corrupción y propuestas para en-
frentarla es lo que se espera de un líder en 
democracia.

*El autor es presidente ejecutivo de Ip-
sos Perú.


